
 

 

 

 

 

LA MINA SAN JOSÉ Y EL CONVENIO 176 DE LA OIT. 

IMPLICACIONES LABORALES. 

 

El reciente suceso de la mina San José en el desierto de Atacama en Chile, patentizó cuatro condiciones a 
considerar en toda operación de rescate: 

a) Valoración del ser humano  y fe en Dios. 

b) La responsabilidad irrestricta asumida del ente gubernamental. 

c) La designación de personal  técnico de  alta calificación y competencia para el proceso de rescate. 
Actuando con dignidad profesional, sin ansias de protagonismo y  desprejuiciados tecnológicamente, es decir, 
abiertos a cualquier posibilidad  técnica y a solicitar apoyo en tareas especialísimas. 

d) La perfecta sistematización de las diferentes tareas, coordinación, esmerado cuidado en  los detalles, 
previsión de las eventualidades y un manejo seguro pero discreto en cuanto a las  expectativas  y tiempos de 
rescate. 

En fin, desde el punto de vista  técnico, humano, político y mediático es realmente excelente la labor del gobierno 
Chileno. 

Pero también este acontecimiento ha puesto el dedo sobre la llaga, revelando las inapropiadas condiciones 
laborales de la actividad minera en Chile, por cuanto no se cumplen los requisitos técnicos pertinentes de seguridad 
ni las condiciones idóneas para  el  resguardo de la salud del trabajador. 

Y es que el trabajo de la minería está calificado por la OIT  como uno de los de mayor riesgo de accidentes 
laborales en el mundo. Ya que además de la muerte, puede acarrear al trabajador diversas  afecciones 
graves de salud física y mental, tales como:  mutilaciones de miembros, silicosis (“..fibrosis nodular de los 
pulmones y la dificultad para respirar causadas por la inhalación prolongada de compuestos químicos que 
contienen sílice cristalina...”) deformaciones en el esqueleto por las posturas requeridas en ciertas tareas de 
la labor, el desgaste físico y psicológico etc. 

Tales riesgos  ha llevado a la OIT a establecer en el convenio 176 Sobre Seguridad y Salud en las Minas (Ginebra 
22 de junio de 1995) condiciones  especiales en  cuanto a la jornada (no mayor de 35 horas) jubilación adelantada y 
descanso compensatorio adicional ( dos días)  y demás pautas para la protección y resguardo de la vida y salud del 
trabajador. A este tenor el artículo 1 entiende el concepto de mina y empleador como: 

1. A los efectos del presente Convenio, el término mina abarca:  

a. Los emplazamientos, subterráneos o de superficie, en los que se lleven a cabo, en particular, las actividades 
siguientes:  

i. la exploración de minerales, excluidos el gas y el petróleo, que implique la alteración del suelo por 
medios mecánicos;  

ii. la extracción de minerales, excluidos el gas y el petróleo; 
iii.  la preparación, incluidas la trituración, la molturación, la concentración o el lavado del material 

extraído, y 
b. todas las máquinas, equipos, accesorios, instalaciones, edificios y estructuras de ingeniería civil utilizados en 

relación con las actividades a que se refiere el apartado a) anterior. 

 2. A los efectos del presente Convenio, el término empleador designa a toda persona física o jurídica que 
emplea a uno o más trabajadores en una mina, y según proceda, al encargado de la explotación, al 
contratista principal, al contratista o al subcontratista. 

De seguidas, en la parte II establece aspectos de relevancia directa en lo jurídico: 

Parte II. Alcance y medios de aplicación 

Artículo 2 

1. El presente Convenio se aplica a todas las minas. 

a. Previa consulta con las organizaciones más representativas de empleadores y de trabajadores interesadas, la 
autoridad competente de un Miembro que ratifique el Convenio: podrá excluir de la aplicación del Convenio o 
de algunas de sus disposiciones ciertas categorías de minas si la protección conferida en su conjunto en esas 
minas, de conformidad con la legislación y la práctica nacionales, no es inferior a la que resultaría de la 
aplicación íntegra de las disposiciones del Convenio;  



 

 

 

 

 

b. deberá establecer, en caso de exclusión de ciertas categorías de minas en virtud del apartado a) anterior, 
planes para extender progresivamente la cobertura a todas las minas. 

3. Todo Miembro que ratifique el presente Convenio y se acoja a la posibilidad prevista en el apartado a) del párrafo 
2 anterior deberá indicar, en las memorias sobre la aplicación del Convenio que presente en virtud del artículo 22 de 
la Constitución de la Organización Internacional del Trabajo, toda categoría específica de minas que haya quedado 
excluida y los motivos de dicha exclusión. 

Artículo 3 

Teniendo en cuenta las condiciones y la práctica nacionales, y previa consulta con las organizaciones más 
representativas de empleadores y de trabajadores interesadas, el Miembro deberá formular, aplicar y revisar 
periódicamente una política nacional coherente en materia de seguridad y salud en las minas, en especial en lo que 
atañe a las medidas destinadas a hacer efectivas las disposiciones del presente Convenio. 

Artículo 4 

1. Las medidas destinadas a garantizar la aplicación del Convenio deberán establecerse por medio de la legislación 
nacional. 

2. Cuando proceda, dicha legislación nacional deberá completarse con: 

a. normas técnicas, directrices o repertorios de recomendaciones prácticas, o  
b. otros medios de aplicación conformes con la práctica nacional, según lo establezca la autoridad competente. 

Artículo 5 

1. La legislación nacional mencionada en el párrafo 1 del artículo 4 deberá designar a la autoridad competente 
encargada de vigilar y regular los diversos aspectos de la seguridad y la salud en las minas. 

2. Dicha legislación nacional deberá contener disposiciones relativas a:  

a. la vigilancia de la seguridad y la salud en las minas;  
b. la inspección de las minas por inspectores designados a tal efecto por la autoridad competente;  
c. los procedimientos para la notificación y la investigación de los accidentes mortales o graves, los incidentes 

peligrosos y los desastres acaecidos en las minas, según se definan en la legislación nacional;  
d. la compilación y publicación de estadísticas sobre los accidentes, enfermedades profesionales y los 

incidentes peligrosos, según se definan en la legislación nacional 
e. la facultad de la autoridad competente para suspender o restringir, por motivos de seguridad y salud, las 

actividades mineras, en tanto no se hayan corregido las circunstancias causantes de la suspensión o la 
restricción, y  

f. el establecimiento de procedimientos eficaces que garanticen el ejercicio de los derechos de los trabajadores 
y sus representantes a ser consultados acerca de las cuestiones y a participar en las medidas relativas a la 
seguridad y la salud en el lugar de trabajo. 

3. Dicha legislación nacional deberá disponer que la fabricación, el almacenamiento, el transporte y el uso de 
explosivos y detonadores en la mina se lleven a cabo por personal competente y autorizado, o bajo su supervisión 
directa. 

4. Dicha legislación nacional deberá especificar:  

a. las exigencias en materia de salvamento en las minas, primeros auxilios y servicios médicos adecuados:  
b. la obligación de proporcionar y mantener en condiciones apropiadas respiradores de auto salvamento a 

quienes trabajan en minas subterráneas de carbón y, en caso necesario, en otras minas subterráneas;  
c. las medidas de protección que garanticen la seguridad de las explotaciones mineras abandonadas, a fin de 

eliminar o reducir al mínimo los riesgos que presentan para la seguridad y la salud;  
d. los requisitos para el almacenamiento, el transporte y la eliminación, en condiciones de seguridad, de las 

sustancias peligrosas utilizadas en el proceso de producción y de los desechos producidos en la mina, y  
e. cuando proceda, la obligación de facilitar y mantener en condiciones higiénicas un número suficiente de 

equipos sanitarios y de instalaciones para lavarse, cambiarse y comer. 

5. Dicha legislación nacional deberá disponer que el empleador responsable de la mina deberá garantizar que se 
preparen planos apropiados de la explotación antes de iniciar las operaciones y cada vez que haya una modificación 
significativa y que éstos se actualicen de manera periódica y se tengan a disposición en el lugar de trabajo. 

Luego establece los derechos y deberes del trabajador y los deberes del Patrono. 

Cabe destacar que el Convenio solamente a sido ratificado por 24 países, siendo Brasil y Perú los dos 
únicos por América Latina. Los restantes  son: Albania, Alemania, Armenia, Austria, Bosnia Herzegovina, 
Botswana, Eslovaquia, España, Estados Unidos, Filipinas, Finlandia, Irlanda, Líbano, Luxemburgo, Noruega, 
Polonia, Portugal, la República Checa, Sudáfrica, Suecia, Zambia, y Zimbabwe. 



 

 

 

 

 

De tal forma que resulta insólito que el país considerado como el primer productor de mineral de cobre del 
mundo no haya ratificado dicho Convenio 176 de Seguridad y Salud en las Minas, sometiendo a los 
trabajadores acondiciones de laborales propias del siglo XIX. El permitir como regla el funcionamiento de minas con 
una sola salida, evidencia la subvaloración de la vida y salud del trabajador por parte del Estado Chileno, cuando 
tales minas deberían constituir una excepción y ser  objeto de un riguroso control y fiscalización. A estos efectos 
dicha ley en su artículo 7, ordinal d, fija la obligación del patrono a  “establecer, siempre que sea posible, dos vías de 
salida desde cualquier lugar subterráneo de trabajo, cada una de ellas comunicada con una vía independiente de 
salida a la superficie” (En España la existencia de dos salidas constituye la regla). 

Así pues, el suceso de la mina de San José debe servir como punto de inflexión al Estado Chileno para  
“actualizarse” en su deber de garantizar los Derechos Humanos de los mineros. Es cierto que implica un cambio 
cultural y que requiere la conciliación de los diversos intereses, pero el mismo convenio flexibiliza su aplicación en 
citado  artículo 2. 

En cuanto a las especificidades del hecho y sus consecuencias jurídicas, por lo pronto no se tienen  suficientes 
elementos de ponderación, pero algunos datos no verificados  se pueden considerar a priori: La reincidencia del 
Patrono en incumplir normas básicas de seguridad, la omisión del Estado en sancionarlo o perisología otorgada bajo 
supuestos falsos. El hecho de que el patrono presuntamente hubo tardado 6 horas en participar el hecho del 
derrumbe en la mina.  

La presunta acción del Patrono de declararse en quiebra luego del derrumbe (seguramente fortuita, pero ésta no 
procede porque el hecho derivó de una actitud negligente y culpable del Patrono). Es decir, que los mineros estaban 
sepultados a 700 metros, sin trabajo y sin prestaciones. Aunque no se sabe bajo qué figura jurídica el Patrono luego 
presuntamente conviene en cancelar íntegramente los montos de prestaciones sociales y demás correspondientes 
por la finalización de la relación de trabajo. El hecho de que surja la liquidez para ese pago luego de la declaratoria 
de quiebra o de que cancele el monto no exigible previo a ello, pudiere calificarla de fraudulenta. 

En fin, jurídicamente son muchas las aristas que derivan de este suceso. En lo inmediato y con base en los 
principios que sustentan a las instituciones y figuras jurídicas, podemos  plantear someramente las posibles 
acciones legales  a tomar por los trabajadores, en los siguientes términos: El pago de una compensación monetaria 
por los daños físicos y psicológicos y sus secuelas en la persona de cada trabajador afectado por el hecho que 
tratamos, aparte de lo correspondiente por situaciones y hechos anteriores, tales como accidentes previos no 
compensados, exposición dolosa a riesgos laborales que exceden a los normales por incumplimiento de las normas 
de seguridad e higiene. Amén de los salarios correspondientes a los días que permanecieron atrapados en la mina, 
calculados en todos la valores de jornadas o turnos ordinarios y extraordinarios, horas extras, bonos nocturnos y 
especiales, dias libres laborados etc, además de lo correspondiente por  terminación de la relación laboral si fuere el 
caso. Resaltando la responsabilidad solidaria del Estado y el Patrono, pues ambos faltaron a sus deberes. 

Y en lo que respecta a nuestro país también asombrosamente tenemos que Venezuela no ha ratificado el 
Convenio 176 de la OIT. Si investigásemos seguramente hallaríamos que en nuestro país este tipo de accidente  
es más frecuente de lo que debería. Los cierto es que los “accidentes” en ésta área no conmocionan a la opinión 
pública y da la impresión de que el Estado simplemente los considera, al igual que Chile, como “daños colaterales”. 

En definitiva, se observa que en gran parte de los Estados la actividad minera inicia el siglo XXI con criterios del 
siglo XIX, en cuanto a las formas de explotación, a la aplicación de normas elementales de seguridad, salvamento e 
higiene y, principalmente, en el cuido y preservación de la persona y el respeto a sus Derechos Humanos. 

Para concluir basten las palabras del director general de la OIT, el Chileno Juan Somavia “ ...los mineros quedan 
atrapados porque las medidas de seguridad eran insuficientes....“  “...cada día mueren en el mundo 6 mil 300 
personas por accidentes o enfermedades relacionados con el trabajo, lo que representa más de 2 millones 
300 mil muertes anuales. Además, hay 337 millones de accidentes que se producen cada año en el lugar de 
trabajo. 

Tal vez ése sea uno de los mayores aportes de aquellos 33 mineros chilenos: haber hecho que en todo el 
mundo surgiera la pregunta de cómo crear más seguridad, más protección, más prevención, más trabajo 
decente, allí donde el trabajo riesgoso lo reclama con especial urgencia...” 

  

POR: Javier A. Rodríguez G. 


